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La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 

Castilla y León, sede de Valladolid, compuesta por los Ilmos. 

Sres. anteriormente citados, de acuerdo con lo prevenido en el 

artículo 117.1 de la Constitución Española, 

 
EN NOMBRE DE S.M. EL REY 

Y POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE 

EL PUEBLO ESPAÑOL 

 
ha dictado la siguiente 

 
 

S E N T E N C I A 
 
 

En el Recurso de Suplicación núm. 818/2022, interpuesto 

por D.  contra la Sentencia del 

Juzgado de lo Social Nº Uno de POnferrada, de fecha 21 de 

febrero de 2.022, (Autos núm. 164/2021), dictada a virtud de 

demanda promovida por el precitado recurrente contra EL 

INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y TESORERÍA GENERAL 

DE LA SEGURIDAD SOCIAL sobre JUBILACIÓN. 

 
Ha actuado como Ponente el Ilmo. Sr. DON JOSÉ MANUEL 

MARTÍNEZ ILLADE. 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
 

PRIMERO. - Con fecha 5 de abril de 2.021 se presentó en el 

Juzgado de lo Social núm. Uno de Ponferrada demanda formulada 

por D.  en la que solicitaba se 

dictase sentencia en los términos que figuran en el Suplico de 

la misma. Admitida la demanda y celebrado el juicio, se dictó 

Sentencia en los términos que consta en su parte dispositiva. 



 
 
 

SEGUNDO. - En referida Sentencia y como Hechos Probados 

figuran los siguientes: 

Primero.- A don   con DNI 
, le fue oci ón ación en el 
cial de la Minería del Carbón por resolución de 11 

de enero de 2018, con una base reguladora mensual de 2.899,88 
euros, porcentaje del 100% y efectos económicos de 1 de enero 
de 2018 (pensión inicial de 2.580,13 euros). 
Segundo.- e de dos hijas biológicas,  

, nacidas el 27 de enero de 2  
pectivamente. 

Tercero.- El 4 de enero de 2021 don  interesó ante las 
Entidades Gestoras de la Seguridad l la concesión de 
complemento de maternidad en su pensión de incapacidad 
permanente, que le fue denegada por resolución del INSS de 11 
de enero de 2021. 
Cuarto.- Interpuso reclamación previa, que fue desestimada el 
11 de marzo de 2021. Damos por reproducido el contenido de 
ambas resoluciones.“ 

 
TERCERO. - Interpuesto recurso de Suplicación contra dicha 

sentencia por D.  que fue impugnado 

por EL INSTITUTO NACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y TESORERIA 

GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL y elevados los Autos a esta 

Sala, se designó Ponente acordándose la participación a las 

partes de tal designación. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
 

Primero. Contra la sentencia de instancia, que reconoció 

el complemento por aportación demográfica (complemento de 

maternidad) en una pensión de jubilación a un varón con 

efectos iniciales de tres meses anteriores a la solicitud del 

mismo, recurre en suplicación el demandante en un único motivo 

al amparo del artículo 193 c) de la LRJS, esto es, en el campo 

exclusivo de la censura jurídica interesando que los efectos 

deben retrotraerse a los de la propia pensión de jubilación , 

esto es, el 1 de enero de 2018. El recurrente había solicitado 

el complemento el 4 de enero de 2021. 



 
 
 

El recurso va a prosperar en el sentido que los efectos 

económicos del complemento reconocido deben de ser 

coincidente con la de los efectos económicos de la pensión de 

jubilación, tal y como se ha resuelto por sentencia del Pleno 

del Tribunal Supremo de fecha 16 de febrero de 2022,REC. 

3379/2021, (aunque en el caso concreto contemplado por razón 

de congruencia con lo interesado sólo se reconoció tres meses 

anteriores a la solicitud del complemento) toda vez que la 

misma y con abundante cita de normativa de la UE y 

jurisprudencia del TJUE afirma en su fundamento jurídico 

tercero. 6: 

“El contenido del artículo 60 LGSS, que en su redacción 

original excluyó a los padres varones pensionistas de la 

percepción del complemento, se ha declarado constitutivo de 

una discriminación directa por razón de sexo y contrario a la 

Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, 

relativa a la aplicación progresiva del principio de igualdad 

de trato entre hombres y mujeres en materia de seguridad 

social, que estableció que ese principio de igualdad de trato 

supone la ausencia de toda discriminación por razón de sexo, 

ya sea directa o indirectamente, así como la indicación a los 

Estados miembros de que adopten las medidas necesarias con el 

fin de suprimir las disposiciones legales, reglamentarias y 

administrativas contrarias al principio de igualdad de trato. 

-15- De manera consecuente, la exégesis de los órganos 

judiciales nacionales ha de ser compatible con los objetivos 

perseguidos por la Directiva. La norma interpretada del 

Derecho de la Unión podrá y deberá ser aplicada en 

consecuencia a las relaciones jurídicas nacidas y constituidas 

antes de que se haya pronunciado la sentencia que resuelva 

sobre la petición de interpretación si se cumplen los 

requisitos que permiten someter a los órganos jurisdiccionales 



 
 
 

competentes un litigio relativo a la aplicación de dicha 

norma. La referida interpretación conforme conduciría, 

correlativamente, a situar el momento de producción de las 

consecuencias jurídicas anudadas a la prestación debatida en 

un tiempo anterior al arriba señalado, a una retroacción al 

nacimiento mismo de la norma y consecuente acaecimiento del 

hecho causante -efectos ex tunc -, dado que debía ser 

entendida y aplicada en el sentido desarrollado por el TJUE, 

que ninguna limitación temporal dispuso en su pronunciamiento. 

Y ello siempre, naturalmente, que, como hemos señalado en el 

párrafo anterior, se cumplieran los restantes requisitos 

exigidos por la redacción original del artículo 60 LGSS, pues, 

en definitiva, también a los hombres que reunieran dichos 

requisitos se les tendría que haber reconocido el complemento 

que solo se reconoció a las mujeres. Sucede, sin embargo, que 

en el actual litigio concurren diversos condicionantes que 

vedan esa proyección de los efectos económicos. Pero debe 

señalarse que la existencia de tales condicionantes no 

constituye una limitación temporal de los efectos una 

disposición calificada de contraria al Derecho de la Unión, 

sino que responde a la necesidad de respetar, por una parte, 

el principio dispositivo, y, por otra, los principios de 

congruencia de las sentencias y defensión de las partes 

intervinientes en el procedimiento. Arriba apuntamos que la 

sentencia de suplicación fijó los efectos económicos con una 

retroacción de tres meses desde la fecha de la solicitud 

revisora; el beneficiario, que no había recurrido en 

suplicación la sentencia de instancia, tampoco ha interpuesto 

casación unificadora contra la decisión de suplicación, sino 

que es el INSS el que recurre postulando que el límite de los 

efectos se -16- sitúe en la fecha de publicación oficial de la 

STJUE, límite que ya hemos descartado. Esas posiciones 

procesales,  decíamos,  condicionan  irremediablemente  los 



 
 
 

términos de enjuiciamiento, pues la decisión nunca podrá 

situarse en un punto temporal anterior al declarado en fase de 

suplicación, dado que tal concreta cuestión ha devenido firme. 

En consecuencia, la solución no puede ser otra que la de 

confirmar la sentencia recurrida que declaró que los efectos 

retroactivos debían limitarse a los tres meses anteriores a la 

fecha de la presentación de la solicitud, lo que, en el caso 

debatido, se concreta en el 14 de octubre de 2019; dicha 

resolución atendió a lo previsto en el artículo 53.1 LGSS y no 

al artículo 32.6 de la ley 40/2015. (…)”. 

Finalmente, decir que este criterio se ha reiterado en la 

sentencia del Pleno del Tribunal Supremo de fecha 30 de mayo 

de 2022,RUD 3192/21, cuando en su fundamento jurídico quinto 

establece: 

“En los fundamentos de derecho anteriores hemos argumentado 

que el reconocimiento del complemento de maternidad por 

aportación demográfica producirá efectos desde la fecha del 

hecho causante de la pensión de jubilación siempre que se 

cumplan los restantes requisitos exigidos por la redacción 

original del art. 60 de la LGSS, lo que obliga a desestimar 

este segundo motivo.” 

Por lo expuesto y, 
 

EN NOMBRE DEL REY 
 
 
 

FALLAMOS 

 
Que debemos estimar y estimamos el recurso de suplicación 

interpuesto por don  contra la 

sentencia de fecha 21 de febrero de 2022 del juzgado de lo 

social número 1 de Ponferrada, procedimiento SSS 164/2021, en 



 
 
 

materia de complemento de maternidad, en que han sido partes 

además del recurrente el INSS y la Tesorería General de la 

Seguridad Social por lo que en su consecuencia debemos revocar 

y revocamos parcialmente la sentencia recurrida condenando al 

INSS y a la Tesorería General de la Seguridad Social, dentro 

de su respectiva responsabilidad legal, a que abonen al 

recurrente el complemento reconocido en su pensión de 

jubilación con efectos iniciales del 1 de enero de 2018. Sin 

costas. 

 
 

Notifíquese la presente a las partes y a la Fiscalía de 

este Tribunal Superior de Justicia en su sede de esta Capital. 

Para su unión al rollo de su razón, líbrese la correspondiente 

certificación incorporándose su original al libro de 

sentencias. 

SE ADVIERTE QUE: 
Contra la presente sentencia cabe recurso de Casación para 

Unificación de Doctrina, que podrá prepararse dentro de los 
diez días siguientes al de su notificación, mediante escrito 
firmado por Abogado y dirigido a esta Sala, con expresión 
sucinta de la concurrencia de requisitos exigidos, previstos 
en los números 2 y 3 del artículo 221 de la Ley Reguladora de 
la Jurisdicción Social. 

 
Todo el que intente interponer dicho recurso sin tener la 

condición de trabajador o causahabiente suyo, o beneficiario 
del régimen público de la Seguridad Social consignará como 
depósito la cantidad de 600,00 euros en la cuenta núm. 4636 
0000 66 0818 22 abierta a nombre de la Sección 1ª de la Sala 
de lo Social de este Tribunal, en la oficina principal en 
Valladolid del Banco Santander, acreditando el ingreso. 

Si se efectúa a través de transferencia bancaria desde 
otras entidades o por procedimientos telemáticos, se hará en 
la cuenta número 0049 3569 92 0005001274, código IBAN ES55, y 
en el campo concepto deberá contener los 16 dígitos que 
corresponden a la cuenta expediente indicado en el apartado 
anterior. 

Asimismo, deberá consignar separadamente en la referida 
cuenta la cantidad objeto de condena, debiendo acreditar dicha 
consignación en el mismo plazo concedido para preparar el 
Recurso de Casación para Unificación de Doctrina. 

Si el recurrente fuera la entidad gestora, y ésta haya 
sido condenada al pago de prestaciones, deberá acreditar al 
tiempo de preparar el citado Recurso, que ha dado cumplimiento 



 
 
 

a lo previsto en el art. 221 en relación con el 230.2.C de la 
Ley Reguladora de la Jurisdicción Social. 

Firme que sea esta sentencia, devuélvanse los autos, junto 

con la certificación de la misma, al Juzgado de procedencia 

para su ejecución. 

Así lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 
sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 
que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 
las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 
víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 
fines contrarios a las leyes. 




